En la ciudad de San Nicolás de los Arroyos, a los 23 días del mes de marzo de 2010, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Nicolás, integrada por los Dres. Damián Nicolás Cebey, Marcelo José Schreginger y Cristina Yolanda Valdez, se reúne en Acuerdo Ordinario para dictar sentencia definitiva en los autos "FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES C/ AGROMOTORES JUNÍN S.A. Y OTROS S/ APREMIO PROVINCIAL“, en trámite bajo el nº 804-2009.


Según el sorteo efectuado se estableció el siguiente orden de votación: Dres. Damián Nicolás Cebey,  Cristina Yolanda Valdez y Marcelo José Schreginger.


I.- ANTECEDENTES


a- Demanda

Se inician los autos en fecha 30 de abril de 2008 con demanda de apremio incoada por el Dr. Javier Manuel Fidalgo, apoderado del Fisco Provincial (poder obrante a fs. 6/7) contra Agromotores Junín S.A contribuyente del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y contra los responsables César Orlando Casais por la suma de Pesos Doscientos Sesenta y Dos Mil Sesenta y Uno con Cincuenta y Dos Centavos ($262.061,52), con más sus intereses generados.


Solicita en el primer escrito, a su vez, medidas cautelares de inhibición general del bienes y de embargo general de fondos y valores, obteniendo la primera, acogida favorable a fs. 19.


b- Contestación de la demanda

Se presentan los Sres. Casais, por derecho propio, a fs. 22/25 y contestan la demanda instaurada en su contra, interponiendo -de modo liminar- excepción de pendencia de recurso; seguidamente, detallan que el título que sirve de causa a la pretensión de apremio se origina en una resolución administrativa de ARBA (n° 405/04), recaída en el expediente administrativo n° 2306-0750903/00.


Exponen que dicha resolución (confirmada por el Tribunal Fiscal de Apelación mediante la resolución n° 700, de fecha 23 de julio de 2007) ha sido impugnada en sede judicial.


Resaltan que en fecha 11 de octubre de 2007, antes del vencimiento del plazo de caducidad que establece el artículo 18 inciso a- del CCA, se deduce demanda frente a la Provincia por ante esta Alzada.


Sostienen que dicha pretensión tiene por objeto la anulación de la Resolución n° 405/04 dictada, la cual establece la responsabilidad solidaria de César Orlando Casais y Rodolfo Mario Casais por la obligación del contribuyente Agromotores Junín S.A. de abonar el gravamen, intereses y multas allí fijadas.


Culminan expresando la pendencia de la pretensión de anulación de la Resolución administrativa, que impone la responsabilidad solidaria por el pago del tributo aludido, recargos y multas.


Y ofrecen prueba en su apoyo.


c- Contestación de la excepción presentada

A fs. 38/40 se presenta el Fisco y contesta la excepción intentada, indicando que el presente juicio tiene base en tres (3) títulos ejecutivos y que en dos (2) de ellos se reclaman períodos adeudados, mientras que -en el restante- se persigue una multa tributaria; ello, se instrumenta en expediente administrativo n° 2306-750903/2000, con Resolución n° 405/2004 y Resolución n° 700/07 del Tribunal Fiscal.


Peticiona la actora se tenga presente que no ha sido negada la deuda.


Seguidamente refiere al artículo 9 de la Ley n° 13.406 (que alude a la pendencia de recursos con efectos suspensivos) reiterando que los mismos se tratan de recursos administrativos concedidos u otorgados con efectos suspensivos; de ello deriva que no puede ejecutarse la deuda hasta tanto no se confirme la respectiva resolución pendiente por haberse interpuesto recurso previsto en el Código Fiscal (artículo 106), y que -en autos- ellos ya han sido resueltos de manera favorable al Fisco, quedando habilitada así la vía de ejecución.


Luego, niega que la resolución del Tribunal fuera impugnada en sede judicial contencioso administrativa como alude la codemandada; sin perjuicio ello, indica que -si bien se puede dar inicio a una demanda- sólo es una pretensión que prosperará si se encuentran reunidos los requisitos de admisibilidad que establece nuestro Código.


Concluye su idea, manifestando que la excepción de pendencia de recursos concedidos con efectos suspensivos, no puede comprender a la pretensión anulatoria como se pretende.


Ofrece como prueba de su parte el expediente administrativo n° 2306-0750903/2000. 


d- Sentencia

En fecha 1 de julio de 2009 el juez a-quo dicta sentencia en autos.


Merita el judicante que se desprende del expediente “Casais, Rodolfo y ot. c/ Fisco PBA s/ Pretensión Anulatoria” (promovida el día 11/10/2007) que se ha planteado la impugnación del acto administrativo emanado de la Dirección General de Rentas n° 405/2004 (que fuera confirmado por el Tribunal Fiscal de Apelación de la Provincia de Buenos Aires mediante Resolución n° 700 de fecha 23/7/2007).


Indica que el objeto de la presente pretensión resulta ser la percepción de las sumas de dinero adeudadas en concepto de tributos y multas, los que tienen como antecedente el acto administrativo agotador de la vía administrativa del Tribunal Fiscal que extiende la responsabilidad del contribuyente hacia los responsables solidarios.


Al analizar dicha pretensión anulatoria ante sede judicial, sostiene el a quo que surge que -luego del dictado del acto administrativo que agota la vía administrativa y de la ulterior notificación a los interesados- toma intervención el Departamento de Recursos y representación fiscal, aseverando el funcionario que -a efectos de intimar el pago a los obligados- deberán (en caso de corresponder) emitirse los títulos ejecutivos dentro de los noventa (90) días de notificarse el acto administrativo referido.


Estima el iudex a quo que la frase del funcionario “en caso de corresponder” refiere a la mera circunstancia que el acto administrativo resultare consentido y no impugnado dentro de los noventa (90) días hábiles judiciales, ya que -recién luego de acaecida tal circunstancia- la deuda tributaria adquiere exigibilidad, autorizando el proceso de ejecución.


Continúa expresando que, entre la fecha de notificación del acto administrativo y la confección de los títulos ejecutivos, no ha fenecido el lapso de noventa (90) días exigido por la norma.


En efecto -sostiene- el acto administrativo del Tribunal que confirmara el acto emanado de la entidad recaudadora ha sido impugnado mediante la pretensión anulatoria pertinente con fecha 11/10/2007, habiendo sido notificados los interesados del acto administrativo final en fecha 30 de julio de 2007.


Añade que, al momento del dictado de esta resolución -de grado-, en la pretensión anulatoria se encuentra trabada la litis.


La defensa intentada por la codemandada queda subsumida, a criterio del a quo, dentro de la inhabilidad del certificado para permitir la agresión inmediata del patrimonio, y no encuadrable mediante la pendencia de recursos concedidos con efecto suspensivo; ello, en virtud de lo normado por el artículo 106 del Código Fiscal que prescribe que la interposición de los recursos de apelación (ante el Tribunal Fiscal) o reconsideración (Dirección General de Rentas o ARBA) suspenden la obligación de pago, pero no interrumpen el curso de los intereses.


Realizadas tales aclaraciones, continúa el a quo, que sustentan que la excepción resulta ser la de inhabilidad de título, dice que la excepción opuesta como pendencia de recursos administrativos otorgados con efectos suspensivos no puede prosperar toda vez que el procedimiento en sede administrativa ha culminado.


En efecto, la resolución del Tribunal Fiscal -que confirma la determinación de deuda de ARBA- es un acto administrativo contra el que corresponden las pretensiones procesales y no los recursos revisores del acto administrativo.


Así, estando agotado el procedimiento administrativo, la pendencia de recursos no resulta aplicable en estos obrados.


Para terminar, destaca que: “… al haberse culminado la vía impugnatoria en sede del Tribunal administrativo fiscal y habiendo emitido el ejecutante el certificado de deuda impositiva y entablado el apremio, la configuración de la inexigibilidad de la deuda aparece notoria habida cuenta que la deuda impositiva y el alcance de la responsabilidad de los ejecutados Casais se encuentra discutida en un proceso judicial de conocimiento amplio promovido en tiempo y forma con anterioridad a la pretensión ejecutiva impetrada.” 


Por último, y dijo que en relación a la restante ejecutada “Agromotores Junin S.A.”, no encontrándose beneficiada por la procedencia de la excepción y no habiendo planteado defensa alguna, corresponde que la pretensión ejecutiva proceda sólo con respecto a ella.


En lo concerniente a las costas generadas en el proceso, aplicando el principio general objetivo de la derrota, expone -fs. 49, apartado VII)-: “…en primer lugar su soportar dichas erogaciones corresponde al contribuyente principal Agromotores Junin S.A. con respecto a la procedencia de la ejecución contra su patrimonio (…) En segundo lugar y a raíz del rechazo de la ejecución que beneficia al patrimonio de los ejecutados Casais, corresponde que las soporte el Fisco de la Provincia de Bs. As. (art. 51 inc. 2 acápite a) y 556 del CPCC) habida cuenta que no resulta ser el supuesto de vencimiento parcial y mutuo al que refiere el art. 73 del CPCC por remisión del art. 25 de la ley 13406.”


Por tales fundamentos, manda a llevar adelante la ejecución sólo contra el contribuyente principal “Agromotores Junín S.A.” y hace lugar a la excepción de inhabilidad de título opuesta por los señores Rodolfo Casais y César Casais, y -por ende- rechaza la ejecución promovida por el Fisco PBA contra los aludidos, imponiendo las costas causídicas al ejecutante vencido.


e- Apelación

A fs. 53/55 se presenta la actora a interponer recurso de apelación contra la sentencia de grado, expresando los siguientes fundamentos y agravios que a continuación se detallan.

 
En primer lugar, indica que el funcionario resuelva que deba emitirse el título dentro de los noventa (90) días de la notificación del acto no significa de modo alguno que el Administrador no pueda emitir el mismo si no transcurre ese plazo.


Resalta que el sentenciante yerra en su interpretación respecto del plazo de noventa (90) días de incoar la acción contencioso administrativa, ya que ello es un requisito de admisibilidad de la pretensión impuesto a los contribuyentes Casais y no al Fisco.


Observa que la codemandada no solicita en ningún momento la suspensión de los efectos del acto administrativo; ergo, añade que la mera interposición de una demanda contencioso administrativa no suspende el trámite del proceso en tanto no se dicte una medida cautelar que disponga lo contrario.


La excepción planteada, alude, no encuadra dentro de la inhabilidad de título, toda vez que la misma debe fundarse únicamente sobre las formas extrínsecas del título ejecutivo base de la acción de apremio; agrega que los demandados no han cuestionado su legitimidad.


Insiste en que el título en cuestión es totalmente hábil por contener las formas extrínsecas exigidas por la norma, que goza de presunción de legitimidad y, por tanto, se torna ejecutorio.


Por último, apela la regulación de honorarios fijada al letrado de la contraparte (Dr. Tessone), por considerarlos altos.


f- Contestación de la apelación

En fecha 1° de septiembre de 2009 se presenta la demandada a contestar el recurso de apelación impetrado, y expresa que se referirá centralmente a los efectos de la pretensión anulatoria incoada.


Señala que, conforme el artículo 59 del Código Fiscal, las multas impuestas por la Autoridad de Aplicación deben ser satisfechas dentro de los quince (15) días de quedar firme la resolución respectiva y -siendo que, contra la resolución del Tribunal Fiscal, resulta admisible la pretensión contencioso administrativa de anulación (artículo 120 C. Fiscal)- resulta claro que el decisorio administrativo no se encuentra firme hasta tanto recaiga sentencia en sede judicial.


Por ende, expresa que el crédito fiscal es inexigible antes que ello suceda.


Por otro lado, expone que -si el Fisco estuviera habilitado para esgrimir la pretensión de apremio- la excepción que se consagra en el Código Procesal Contencioso Administrativo (artículo 19 inciso 3 a- CCA) carecería de sentido, ya que el daño igualmente se produciría por la vía de ejecución forzada de los actos administrativos.


En síntesis, culmina: "...cuando el acto administrativo que impone una multa es impugnado administrativamente, la deuda es inexigible hasta tanto concluya el proceso de conocimiento. Y otro tanto ocurre con los impuestos, en la medida que la pretensión anulatoria haya sido declarada admisible en virtud de la exención excepcional del artículo 19 del Código Procesal."  

II. Establecidos los antecedentes del caso, la Cámara estableció las siguientes cuestiones a resolver: 


1° ¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada?


2° ¿Son justos los honorarios regulados y apelados?
A la primera cuestión, el Juez Dr. Cebey dijo: -


De modo liminar, e ingresando en el análisis de los agravios actorales, señalo que le asiste razón al apelante cuando se disconforma con la interpretación que realiza el a quo sobre lo expresado por el funcionario de la Administración respecto de la emisión de los títulos dentro de los noventa (90) días de la notificación del acto.


Si bien resulta correcto que el período expresado por el aludido funcionario (fs. 333, expediente administrativo n° 2306-750.903/00) coincide (en cantidad de días) con el plazo de caducidad para la interposición de la pretensión contencioso administrativa, aparece excesiva la trascendencia que el a quo le otorga, toda vez que no resulta ser un acto administrativo, sino uno de índole previa o preparatorio; es más, cabe señalar que -en esa misma pieza procedimental- se requiere se otorgue "URGENTE DILIGENCIAMIENTO".


Cabe analizar los motivos que se desprenden de ese "urgente diligenciamiento" requerido por el funcionario de ARBA, y que se vinculan directamente con la cita normativa que realiza en esa misma foja (invoca el artículo 135 del Código Fiscal). 


La parte pertinente -para el presente caso- de dicho artículo señala: "Se suspenderá por un (1) año el curso de la prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación en los supuestos que siguen: a) Desde la fecha de intimación administrativa de pago de tributos determinados, cierta o presuntivamente, con relación a las acciones y poderes fiscales para exigir el pago intimado. Cuando mediare recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación o recurso de reconsideración ante el Director Provincial de Rentas, la suspensión, hasta el importe del tributo liquidado, se prolongará hasta noventa (90) días después de notificada la sentencia del mismo que declara su incompetencia, o determine el tributo, o apruebe la liquidación practicada en su consecuencia o, en su caso, que rechace el recurso presentado contra la determinación de oficio...".


Invocar, por el funcionario, esa norma para el caso, debe ser entendida -y a diferencia de la que formula el a quo- como la necesidad de dar celeridad al trámite de intimar el pago y (de corresponder, esto es, de no abonarse el tributo) emitir los títulos, puesto que el plazo de noventa (90) días de ese inciso del artículo 135 establece que, de no actuarse rápidamente, se produciría la prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación.


Ello también se vincula con el criterio del Juzgador, en virtud del cual -durante ese plazo- la Administración no se encontraría facultada para emitir de modo hábil los títulos ejecutivos; adelanto que tal posición no la comparto, por las siguientes razones: -

a. la pendencia de recurso que invocan los codemandados Casais, y que luego llevan al a quo a ingresar en la temática de la inhabilidad del título, refiere a los diferentes recursos ante la Agencia de Recaudación bonaerense y ante el Tribunal Fiscal de Apelación, esto es, ante la Administración y por disposición legal expresa; -

b. la mentada disposición legal refiere a tales recursos en el procedimiento, no en el proceso, aunque se apliquen en éste, por cuanto la pendencia del recurso administrativo (esto es, que los mismos no han sido resueltos por la Administración) provoca que esté vedada la ejecución por el proceso de apremio; -

c. aplicar los efectos de la "pendencia de recurso administrativo" a la "pendencia de pretensión contencioso administrativa" no aparece reglada como tal, y tiene vinculación conceptual con los caracteres propios de los actos administrativos (en el caso, de ARBA y TFA), entre los cuales, y como sus derivaciones, se encuentran los títulos emitidos tras la resolución de los recursos que dejaron de estar pendientes; sobre estas nociones continuaré más tarde; -

d. el plazo de caducidad está previsto, en la regulación bonaerense contencioso administrativa, como un requisito de admisibilidad de la pretensión (en el caso, de los Sres. Casais), y no aparece como una condición suspensiva para el cumplimiento del acto administrativo dictado; -

e. retomando lo atinente al acto administrativo, y sus efectos -y descartado, a mi criterio la aplicación extensiva de la pendencia, ya tratada-, debo señalar que el a quo culmina su razonamiento considerando que los títulos ejecutivos resuntan inhábiles; itero que no comparto tampoco esta conclusión del Juez de grado -quien considera que la Administración tenía vedado, durante los referidos 90 días, la posibilidad de emisión cartular- por cuanto los actos administrativos (a la postre, y en otro carril procesal, cuestionados por los Sres. Casais) que sirvieron de fundamento a la emisión de los títulos ejecutivos, en tanto actos administrativos, detentan -en principio- legitimidad, que hace también a su ejecutoriedad.

f. los títulos ejecutivos emitidos por -en este caso- la ARBA son los instrumentos base de la acción, aunque con notas distintivas a otros títulos valores, en tanto emanan de la Administración, por lo cual gozan -en principio- de presunción de legitimidad, propia del acto administrativo, lo que conlleva que -para la suspensión de sus efectos- corresponde que la propia Administración, o los magistrados, así la dispongan (infra referiré respecto de ello); -

g. señala Agustín Gordillo ("Tratado de Derecho Administrativo", Tomo 3, El acto administrativo, 4a. edición, Fundación de Derecho Administrativo, Buenos Aires, 1999, V-3): 


"...podríamos delinear como características generales del sistema las siguientes: el acto administrativo válido y el acto administrativo anulable, que son los que tienen vicios intrascendentes o no demasiado graves, son considerados actos 'regulares'; el acto administrativo nulo, que es el que tiene vicios graves o muy graves, es un acto 'irregular'. En caso de vicios groseros, el acto se denomina inexistente"; y continúa (V-4): "...en el acto nulo, se da casi por hipótesis una violación grave justamente de las normas que se han dictado para garantizar al administrado, con lo cual sería contradictorio argumentar, en base concretamente a la existencia de las normas violadas o transgredidas en el caso, que el acto debe presumirse legítimo. La razón de ser de la presunción de legitimidad habrá de estar, entonces, en el cumplimiento de tales garantías, pero no precicisamente en su incumplimiento".


Y citando al caso Pustelnik (Fallos, 293:133) de la CSJN (opus citado, V-10): "...la invalidez manifiesta de los actos cuya ilegitimidad o irregularidad aparece patente en los mismos sin que sea necesario investigar vicio oculto alguno, constituye un concepto general del orden jurídico" (considerando 3°); o sea, la Corte adopta el criterio de que es un principio o concepto general del derecho, inevitablemente aplicable en cualquier disciplina, el que un acto manifiestamente viciado no puede ser presumido legítimo; por ello aclara el tribunal 'que dicha presunción de legitimidad de los actos administrativos no puede siquiera constituirse frente a supuestos de actos que adolecen de una invalidez evidente y manifiesta' (considerando 2°)".


Continúa, entre otras referencias de Gordillo al fallo de mención (opus citado, V-11): "Otros párrafos del fallo Pustelnik insisten en que la presunción de legitimidad existe sólo en tanto y en cuanto 'el acto no fue manifiesta ni evidentemente inválido' (considerando 17), y que aún para el supuesto de una posible desviación de poder, 'debería mediar evidente desviación de poder para irregularizar el acto en su finalidad' (considerando 17, in fine); ...".

g. el estado de las actuaciones iniciadas por los Sres. Casais (pretendiendo la anulación de los actos administrativos que dieran sustento a los títulos base del presente apremio) impiden determinar con grado de patencia la situación que llevara al a quo a admitir la "inhabilidad de título", esto es, la emisión del título antes del plazo de caducidad para la promoción de la pretensión anulatoria, con sustento en el informe del funcionario a que alude en sentencia; -

f. cabe acotar, y así lo prevé el CCA, que resulta posible peticionar -y obtener una decisión judicial fundada- que el acto administrativo (o mejor, sus efectos) sea suspendido, para lo cual el Capítulo IV del CCA regula las medidas cautelares, los requisitos para su otorgamiento, y -en especial- la posibilidad de la suspensión (artículo 25); -

g. en autos no aparece mención alguna a que -en este apremio o en la pretensión contencioso administrativa ya aludida- se hubiere peticionado y obtenido la referida suspensión del acto administrativo; -

h. para culminar, debo señalar que el análisis de las normas en juego (artículo 9 inc. g- Ley n° 13.406), que establece el efecto suspensivo del recurso administrativo pendiente ante ARBA y/o TFA; artículo 135, regulatorio de la suspensión de la prescripción de acciones y poderes de la Autoridad de aplicación) implica que, mientras el recurso procedimental está pendiente, el administrado tiene la garantía de no ser ejecutado por lo que está debatiendo -y, complementariamente- la Administración tiene asegurado que el debate no producirá la prescripción de su pretensión; y, una vez concluido el debate, la Administración podrá desplegar su actividad, pero dentro de un plazo de prescripción, variando el mismo según la actitud desplegada, o no, por el administrado.


En autos, la sentencia en crisis ha resuelto, frente a la "pendencia de recurso" (fs. 22) articulada por los codemandados Casais, no admitirla como tal, sino subsumirla dentro de la excepción de inhabilidad de título, toda vez que el a quo ha estimado que la expedición de éstos no estaba legalmente habilitada, tornándolos inhábiles. Respecto de la "pendencia" he expresado supra opinión. 


Empero, y analizando ahora el agravio actoral vinculado con la "inhabilidad de título" -respecto de la cual señala que no se configura en ella la situación de autos, por cuanto debe fundarse únicamente sobre las formas extrínsecas del título ejecutivo, base la acción de apremio, y que el título en cuestión es totalmente hábil por contener las formas extrínsecas exigidas por la norma, que goza de presunción de legitimidad y, por tanto, se torna ejecutorio- debo señalar que no merece ser de recibo, toda vez que tales notas distintivas no vedan de modo ineluctable otros análisis.


Agrego, y resulta menester plantearlo: la ejecutoriedad y la presunción de legitimidad del acto administrativo no impiden analizar otras cuestiones, en tanto "...esta Alzada (en numerosas ocasiones) y la jurisprudencia de numerosos Organismos Judiciales de la más diversa competencia territorial y de grado, aún la propia Corte Suprema de Justicia nacional, vienen marcando una tendencia de flexibilización del rigor en la prohibición de avanzar sobre los límites extrínsecos del título ejecutivo fiscal, permitiendo -según las particularidades que se presenten en el respectivo caso en análisis- soslayar la prohibición de adentrarse en la legitimidad de la causa de la obligación cuando, de la aplicación extrema del rigor formal, se menoscaben derechos constitucionales (CSJN, causa D. 461 XXII, 'DGI c/ Ángelo Paolo'; 'Fallos', 317:1400 y 318:1151; SCBA, Ac. 51.472). (...) Sostuvimos en 'Fisco P.B.A. c/ Cantelmi Ana Laura s/ Apremio' (expdte. n° 785/2009, sentencia de fecha 17 de diciembre de 2009) que, si bien en el proceso de ejecución no son admisibles en principio las controversias basadas sobre el origen del crédito, limitando la discusión a las formas extrínsecas del título, tal rigorismo formal cede cuando -de las propias constancias de la causa- se desprende en forma manifiesta y sin que requiera de mayores demostraciones, que la deuda cuyo cobro se pretende, es inexistente (evocando también a C. Civ. Com. Segunda La Plata, sala I, causas B 66488, RSD-127-89, sent. del 8-6-1989 'Fisco Pcia. Bs. As. c/ Alfa Cía. Seg. s/ Apremio', y B 88060 'Fisco c/ Martínez s/ Apremio, RSI 142/98).' (autos: "Fisco PBA c/ Sayavedra s/ apremio" expte. n° 681, sentencia de fecha 2/3/2010).


A riesgo de iterar: resulta admisible analizar la controversia sobre el origen del crédito, en tanto "se desprende en forma manifiesta y sin que requiera de mayores demostraciones, que la deuda cuyo cobro se pretende, es inexistente", pero ello no puede ser confundido o subsumido -per se- en la pérdida de los caracteres propios del acto administrativo.


Lo dicho resulta de aplicación, y así lo postulo, respecto de los títulos ejecutivos emitidos respecto del Impuesto a los Ingresos Brutos; empero, no se da igual situación respecto del vinculado con la multa aplicada, debiendo considerar que el artículo 135 del CF, en su apartado b) establece: "Desde la fecha de la resolución condenatoria por la que se aplique multa si fuere recurrida ante el Tribunal Fiscal de Apelación o mediare recurso de reconsideración ante el Director Provincial de Rentas, el término de la suspensión se contará desde la fecha de la resolución recurrida hasta noventa (90) días después de que la sentencia o la resolución desestimatoria del mismo hayan quedado firmes o consentidas...".

De la norma transcripta se advierte una diferente regulación del plazo de prescripción de las acciones y poderes de la Autoridad de Aplicación, esto es y para el caso, entre el tributo y la multa; para el primero, no resulta menester que el acto administrativo se encuentre "firme o consentido", aunque -en lo referente a la aplicación de multas- tal situación jurídica debe estar configurada (lo que implica que se produce la continuidad de la suspensión del efecto del recurso procedimental más allá del momento del dictado del acto que resuelve el recurso, puesto que continúa tal suspensión de la ejecutoriedad del acto hasta que éste queda "firme o consentido").


Así las cosas, propongo se confirme parcialmente la sentencia de Primera Instancia, admitiendo el progreso de la acción respecto de los títulos ejecutivos n° 336.570 y 342.565.


En cuanto a las costas, y atento lo propuesto para resolver en la cuestión de fondo, postulo que sean impuestas, en ambas instancias, a la actora perdidosa -respecto de las generadas por el título ejecutivo n° 342.579 y, respecto de las generadas por los títulos ejecutivos n° 336.570 y n° 342.565 a la demandada perdidosa (Ley n° 13.406, artículos 25 y 68 CPCC).


ASÍ VOTO.

La Jueza Dra. Valdez dijo: -


Por coincidir con los razonamientos expresados, adhiero a la opinión del Dr. Cebey, ASÍ LO VOTO. 

El Juez Dr. Schreginger dijo: -


Que, por similares consideraciones que las expresadas por el Dr. Cebey, VOTO en igual sentido. 


Atento el resultado del Acuerdo respecto del anterior temaen tratamiento, corresponde ingresar a la 

Segunda cuestión:
A ella, el Dr. Cebey dijo:

Considerando el modo en que se resolviera el anterior tema en tratamiento, considero que corresponde dejar sin efecto la regulación de honorarios efectuada en favor del Dr. Tessone, debiendo diferirse las regulaciones de los letrados intervinientes al momento procesal oportuno.


ASÍ VOTO.

La Jueza Dra. Valdez dijo a esta segunda cuestión: -

Por coincidir la postura del Dr. Cebey, adhiero a la misma. Así lo VOTO. 

El Juez Dr. Schreginger dijo: -


Que, por similares consideraciones precedentes enunciadas por el Dr. Cebey, VOTO en igual sentido. 


En virtud del resultado que instruye el Acuerdo que antecede, esta Cámara Resuelve:
1º Confirmar parcialmente la sentencia de Primera Instancia, mandando llevar adelante la ejecución respecto de los títulos ejecutivos n° 336.570 y n° 342.565; -

2º Dejar sin efecto los honorarios regulados al Dr. Tessone; -

3° Imponer las costas de ambas instancias a la actora perdidosa (Ley n° 13.406, artículos 25 y 68 CPCC) respecto de las generadas por el título ejecutivo n° 342.579, y, respecto de las generadas por los títulos ejecutivos n° n° 336.570 y n° 342.565 a la demandada perdidosa (Ley n° 13.406, artículos 25 y 68 CPCC); -

4° Diferir la regulación de honorarios para la oportunidad que prevé el artículo 51 del decreto ley n° 8904/77.


Regístrese, notifíquese por Secretaría y devuélvanse.

Fdo. DAMIÁN NICOLÁS CEBEY       CRISTINA YOLANDA VALDEZ

 MARCELO JOSÉ SCHREGINGER

